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En el Perú, uno de los temas de especial interés en el proceso de descentralización y 
regionalización que inicia el país a partir del año 2002, se refiere a los servicios básicos (agua y 
saneamiento, caminos y carreteras, salud, educación) y la responsabilidad y capacidad de las 
regiones y municipios para brindarlos. En un artículo anterior2 se planteaba la pregunta de por 
qué en el Perú, las Entidades Prestadoras de Servicios (EPS) de agua y saneamiento creadas 
desde comienzos de los noventa, transferidas en propiedad a los municipios, estaban 
quebradas; mientras que las “Cajas de Ahorro Municipal “, todas, están en crecimiento, son 
eficientes y dan utilidades al gobierno local. 
 
1. El contexto de las municipalidades 
 
Como se sabe, el Municipio es una institución que nació con la república, pero su organización y 
representación democrática tienen apenas pocas décadas. La primera elección de alcaldes se 
realizó en 1963; la primera Ley Orgánica de Municipalidades fue promulgada en 1984, y la más 
reciente —que designa sus responsabilidades y competencias— es del 2003. 
 
En los países vecinos (Bolivia, Colombia),  donde la descentralización lleva más tiempo, se han 
delegado los servicios de educación y salud a los gobiernos locales, con procesos y resultados 
muy heterogéneos. Transferir la responsabilidad de los servicios básicos (salud, educación, agua 
y saneamiento) a los gobiernos regionales y locales, junto con el presupuesto necesario para su 
cumplimiento, es una medida que fortalece la descentralización. Es parte de un proceso que 
puede tomar varios años o incluso décadas, según la capacidad y responsabilidad de los 
gobiernos locales.3
                                                 
1 Este articulo se publico en la revista AGUA, No 19, del Comité Sectorial de Concertación del Perú. En agosto del 
2006 se modificó el Reglamento de la Ley general de Servicios de Saneamiento, y se aprobó la Ley 28870,”Ley para 
Optimizar la gestión de las Entidades Prestadoras de servicios de saneamiento”, modificando el Directorio de las 
EPS e incluyendo a representantes del gobierno regional y de la sociedad civil. Sin embargo, esta ley es inaplicable al 
no tener aprobado su reglamento. 
2 O. Castillo: “Agua, saneamiento y descentralización”. Boletín Agua 
n.º 18, octubre del 2004. 
3 La regionalización en el Perú tiene como metas transferir funciones y 
competencias de los ministerios de Salud y Educación al Gobierno 
Regional. El proceso se ha iniciado con la firma de convenios entre el 
Minsa, las Diresas y los gobiernos regionales. (Grupo Propuesta 
Ciudadana: Participa Perú: Avances previos a la transferencia de 
competencias y funciones, n.º 23, abril del 2005). 
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Pero transferirles esas responsabilidades no supone que deban brindar, de manera directa, 
estos servicios. Tampoco implica, necesariamente, que los gobiernos regionales o los municipios 
deban atender directamente tales servicios, ni asumir su administración operativa. Delimitar la 
responsabilidad del Gobierno Regional y del Gobierno Local, así como su capacidad de otorgar 
un buen servicio a la comunidad y los usuarios, es un asunto que demanda una mayor reflexión. 
Las evidencias de lo sucedido con los servicios de agua y saneamiento en el Perú en la última 
década sugieren que los municipios no son la institución más apropiada para hacerse cargo de 
su administración y operación directa. En tanto responsables de que la comunidad acceda a los 
servicios de agua y saneamiento, los municipios podrían cumplir mejor su papel si mantienen la 
propiedad de la infraestructura pero delegan la gestión de tales servicios a operadores del sector 
privado. 
 
Existen en el país  1.828 municipalidades distritales y 194 provinciales, cuyos representantes son 
elegidos por la población. Estas autoridades reciben de manera cotidiana  las demandas de los 
vecinos por una mejor atención de los servicios urbanos, y contribuyen a resolver esas 
demandas según sus capacidades y posibilidades. Los municipios son el primer eslabón entre el 
ciudadano y el poder del Estado, en una compleja relación entre la sociedad civil y los distintos 
poderes de aquel. 
 
Una de sus responsabilidades consiste en facilitar o promover el acceso de la población a los 
servicios básicos ((vías de comunicación,  salubridad y  agua y saneamiento). Ligadas a esas 
funciones, algunas municipalidades han incursionado en otras áreas como proveedoras no solo 
de un servicio sino también de actividades que se orientan a promover la producción local y 
contribuir con la mejoría de sus ingresos. En este último aspecto destacan los municipios que 
han creado o participan como socios en entidades financieras como las Cajas de Ahorro y 
Crédito Municipal, muchas de las cuales han alcanzado un notable éxito en su desempeño, al 
punto que se han expandido hacia otras regiones y han abierto sucursales en Lima 
Metropolitana. 
 
Sin embargo, hay otro tipo de empresas, como las de agua potable, en las que los gobiernos 
locales participan como socios, ya que desde 1990 son propietarias de la infraestructura; sin 
embargo, estas empresas enfrentan cada día  mayores dificultades para sostenerse. 
A pesar de que han recibido ingentes cantidades de recursos financieros del Estado y la ayuda 
de la cooperación internacional, la gran mayoría de estas empresas brindan un servicio muy 
precario y no están en capacidad de ser sostenibles por sí solas. 
 
Resulta pertinente, entonces, preguntarse: ¿Por qué cuando los gobiernos locales son socios de 
las Cajas de Ahorro y Crédito tienen éxito? Y ¿por qué cuando son socios de las empresas de 
agua son casi un fracaso? ¿Deben ser las municipalidades las encargadas de administrar u 
operar los servicios de agua y saneamiento? ¿De qué manera se podría promover un nuevo 
proceso en las  entidades prestadoras de servicios (EPS ) para recuperar su capacidad y 
sostenibilidad? 
 
2. El marco legal de las EPS y su evolución  
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La prestación de los servicios de agua y saneamiento tiene un marco legal establecido, con 
normas y leyes que muchas veces se superponen. Además de la Constitución Política del 
Estado, existen cuatro leyes básicas que delimitan ese contexto: 
 
• La ley 26338, de 1994, que establece de manera directa que las municipalidades 
provinciales son responsables de la prestación de los servicios de saneamiento y les 
corresponde entregar el derecho de explotación a las EPS. 
• La ley 27680, de Reforma Constitucional del Capítulo XIV (Título IV) sobre la 
Descentralización (marzo del 2002), que establece que son los gobiernos locales 
quienes desarrollan y regulan actividades y servicios en materia de educación, salud, 
vivienda, saneamiento, entre otros. 
• La ley 27783, Ley de Bases de Descentralización (julio del 2002), indica que es 
competencia exclusiva de las municipalidades administrar y reglamentar los servicios 
públicos locales destinados a satisfacer necesidades colectivas de carácter local. 
• La ley 27972 (mayo del 2003), Ley Orgánica de Municipalidades, que establece entre las 
funciones y competencias de las municipalidades que las municipalidades provinciales 
tienen como función administrar y reglamentar directamente o por concesión el servicio 
de agua potable, alcantarillado y desagüe, limpieza pública y tratamiento de residuos 
sólidos, cuando, por economías de escala, resulte eficiente centralizar provincialmente el 
servicio. 
 
En ese marco legal, complementado con los reglamentos específicos, el desempeño del sector 
en la última década no ha sido eficiente. Así lo reconocen todas las instituciones, que pueden 
constatar  que la mayoría de las empresas prestadoras de los servicios están en quiebra y 
carecen incluso de la capacidad de brindar un servicio mínimo a los usuarios. El Ente Rector 
resume los problemas en las 53 EPS municipales de la siguiente manera:4
 
• Altos niveles de agua no facturada: 46 por ciento. 
• Pasivos significativos, incluyendo la deuda con el ex. Fondo Nacional de Vivienda 
(Fonavi ): 1,190 millones de dólares. 
• Insuficiente cobertura de servicios: Agua, 82 por ciento; alcantarillado, 69 por ciento. 
• Baja cobertura de tratamiento de aguas servidas: 19 por ciento. 
• Sostenibilidad limitada: Pocos recursos para un adecuado mantenimiento y reposición 
de la infraestructura, con deterioro progresivo. 
• Interferencia política, alta rotación gerencial e incremento de personal innecesario. 
• Tarifas inadecuadas que no cubren los costos reales del servicio. 
 
En resumen, después de más de una década en la que los servicios de agua y saneamiento han 
estado en manos de las municipalidades provinciales y distritales, no han mejorado; y lo más 
dramático es que comienzan a mostrar indicadores de retroceso, especialmente en las 
coberturas. Del conjunto de problemas que enfrentan las EPS municipales, se han identificado 
los más relevantes, cuyas consecuencias influyen de manera directa sobre los demás, de 
manera que crean un entorno, o “circulo vicioso”, que limita el desarrollo del sector. Estos  son: 
 
                                                 
4 Vice Ministerio de Construcción y Saneamiento: “Estrategia y desafíos 
del sector Saneamiento” (Ámbito uUrbano). Manuscrito. Presentación en 
el taller de Sedapal, Lima, 27 de mayo del 2003. Véase también: 
Defensoría del Pueblo: Adjuntía para los Servicios Básicos, en Memoria 
1998- 2003. Lima. Defensoría del Pueblo, 2004, 60 páginas. 
 3
a) Las municipalidades son juez y parte: De acuerdo con la ley, las municipalidades prestan 
los servicios de agua y saneamiento. Pero, al mismo tiempo, son los titulares de las 
acciones de la empresa operadora, es decir,  los propietarios. Este doble papel de los 
municipios se ha identificado como una seria limitación para mejorar los servicios en el 
área urbana. El escenario sería distinto si la municipalidad titular, propietaria y oferente 
del servicio, se diferencia del operador o del administrador de los servicios, a quienes 
tendría que pedir cuentas por su calidad y cobertura. Este tema se relaciona con el 
siguiente. 
b) Inapropiado régimen para la aprobación de tarifas: Las tarifas de las EPS, en este caso 
las 53 empresas municipales, son aprobadas por la Junta General de Accionistas, 
compuestas por los alcaldes de los municipios distritales y provinciales. En la 
determinación de las tarifas no interviene la Superintendencia Nacional de Servicios de 
Saneamiento (Sunass),  organismo que solo aprueba las tarifas de Sedapal. En el caso 
de las 53 empresas municipales la SUNASS solo autoriza la aplicación de las tarifas, 
que son aprobadas por los alcaldes,5 con lo cual se tiene que estos, representados en la 
Junta de Accionistas de las empresas municipales, son los que finalmente deciden la 
política tarifaria en cada empresa, decisiones que casi siempre se toman con criterios 
políticos de corto plazo, sin considerar las reales necesidades de sostenibilidad del 
servicio y de la empresa. 
 
El efecto inmediato de esta política sobre la gestión de las empresas municipales es que la 
capacidad gerencial de las empresas se recorta de manera drástica, y los principales directores 
se ven obligados a vivir en una incertidumbre permanente. El plazo que dura una gerencia es 
muy corto, aspecto que, como sabemos, es indispensable para planificar el desarrollo de una 
empresa a mediano y largo plazo. Hubo momentos en la historia de las empresas municipales de 
agua y saneamiento en los que el periodo de un gerente general era apenas de seis meses, y su 
salida iba seguida de la de todo el denominado “personal de confianza”, es decir, todos los 
directores que hacen funcionar la empresa. 
 
El otro efecto es que, al ser juez y parte, las municipalidades nunca firmaron el contrato de 
explotación con la empresa municipal creada para operar los servicios desde 1994. La Sunass 
nunca reguló los contratos de explotación, pero las municipalidades tampoco hicieron el menor 
esfuerzo por exigir que las EPS mantengan actualizados sus planes maestros. Este es un tema 
en el que está insistiendo el Ente Rector, el Vice Ministerio de Construcción y Saneamiento, 
como un mecanismo para establecer determinados compromisos entre las empresas y la 
Municipalidad oferente. Hoy, menos del 2 por ciento de las empresas municipales ha firmado ese 
contrato de explotación. 
 
En conclusión, se observa que las empresas municipales de servicios de agua y saneamiento 
enfrentan una crisis que difícilmente se podrá resolver en el corto plazo, a menos que se 
despolitice el tema y todos los actores involucrados de manera responsable concierten una 
política de mediano plazo. En ese escenario, el Ente Rector está buscando nuevas alternativas, 
                                                 
5 La Sunass solo regula a 44 empresas reconocidas. En muchas EPS se 
estima que existe un atraso tarifario de  100 por ciento, debido a que 
en los años sucesivos las Juntas de Accionistas aprueban tarifas 
menores a las que las autoriza la Sunass. Actualmente se enfrenta un 
circulo vicioso: el servicio es de mala calidad y las tarifas están 
desfasadas, con altos niveles de morosidad. Pero no se puede mejorar 
el servicio, porque la empresa municipal ya perdió su capacidad 
financiera y su rentabilidad. A su vez, para nivelar las tarifas se 
necesita, primero, mejorar la calidad del servicio. 
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como la anunciada concesión de los servicios de Piura (EPS Grau) y Tumbes (SEDA Tumbes) a 
un operador privado mediante un contrato de concesión. 
 
3. La Municipalidad Provincial de Piura: Los servicios de agua y la Caja Municipal 
 
El Ente Rector y las autoridades ediles de Piura han acordado iniciar un nuevo proceso en la 
prestación de los servicios de agua y saneamiento en la región, dada la magnitud del esfuerzo 
de inversión que se debe realizar para levantar la infraestructura y ampliar las coberturas, y, 
sobre todo, garantizar la sostenibilidad de la inversión. Lo paradójico en ese escenario es que, 
mientras la empresa prestadora de los servicios (EPS Grau) se fue deteriorando, existe otra 
empresa de servicios financieros, la Caja Municipal de Ahorro y Crédito de Piura, que, por lo 
contrario, se ha  fortalecido. 
 
3.1 La EPS Grau: Crisis e intervención 
 
La Entidad Prestadora de Servicios de Saneamiento Grau Sociedad Anónima (EPS Grau S.A.) 
es una empresa municipal de derecho privado, constituida como sociedad anónima con 
autonomía administrativa, técnica y económica. Está conformada por cinco municipalidades 
provinciales y veinte distritales en el departamento de Piura.  
La crisis económica, financiera y de gestión de la EPS Grau resume el cuadro de las otras 
empresas municipales administradoras de los servicios de agua, con un elemento adicional, 
consistente en los efectos producidos por el Fenómeno El Niño sobre la infraestructura de la 
empresa. 
 
Ello no obstante, en el periodo 1995-2001 la empresa recibió inversiones estimadas en 90 
millones de dólares. Asun así, la crisis fue irreversible, como se puede ver  en el siguiente cuadro 
resumen: 
 
 
 
 
Índice Unidad 1996 2001 
Cobertura de agua % 83 82 
Continuidad Horas por día 18 10 
Tarifa media Soles por metro cúbico 1,45 1,73 
Agua no contabilizada % 54 60 
Roturas red de agua Rot/100 km/año 33 299 
Atoros red alcantarillado Ato/100/km/año 134 661 
Ventas Miles de nuevos soles 44.640 34.377 
Utilidad operativa Miles de nuevos soles -1.721 -22.734 
Margen neto Miles de nuevos soles -202 -64.070 
Fuente: Sunass/EPS Grau, en VMCS, 2003. 
 
En noviembre del 2000 la Comisión de Reestructuración Patrimonial del Instituto Nacional de 
Defensa de la Competencia y de Protección de la Propiedad Intelectual (Indecopi), por resolución 
303-2000/CRP-PIURA, declaró de oficio el estado de insolvencia de la EPS Grau S.A.6 Luego, 
                                                 
6 Y el 16 de febrero del año 2001 es confirmada por este mismo 
organismo, a través de la resolución  0110-2001-TDC-Indecopi. 
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como parte  del procedimiento de la Ley de Reestructuración Patrimonial (DS 014-99-ITINCI-
TUO), el 19 de marzo del  2001 se publicó la Declaratoria de Insolvencia de la EPS Grau S.A., 
convocando por tercera vez a la Junta de Acreedores para el 20 de julio del  2001. 
 
De acuerdo con sus facultades, la Junta de Acreedores, en la que el acreedor principal es el 
Estado, declaró la continuación de la actividad de la entidad dentro de un proceso de 
reestructuración patrimonial, y acordó un régimen de administración mixta, delegando sus 
funciones a un Comité de Junta de Acreedores. Así, la EPS ha continuado brindando sus 
servicios según este proceso de reestructuración patrimonial.. En ese nuevo escenario, y casi 
diez años después de su creación como empresa municipal, el Ente Rector, en coordinación con 
la Municipalidad de Piura y los otros municipios socios, han decidido convocar a un proceso de 
concesión para delegar las facultades de gestión, operación, mantenimiento e inversiones de la 
EPS Grau a un operador privado especializado. 
 
3.2 La Caja Municipal de Ahorro y Crédito (CMAC) de Piura 
 
Las Cajas Municipales de Ahorro y Crédito nacen a principios de la década de 1980 como 
empresas con personería jurídica propia de derecho público, y autonomía económica, financiera 
y administrativa.* Luego, por medio  de la Ley General del Sistema Financiero y del Sistema de 
Seguros y Orgánica de la Superintendencia de Banca y Seguros**, se establece la conversión de 
las Cajas Municipales de Ahorro y Crédito en sociedades anónimas, sin la aplicación del 
requisito de pluralidad de accionistas. 
 
A la fecha, gracias a su eficiente labor en la  financiación de los sectores pobres de la población, 
sobre todo a través del crédito a la microempresa y la pequeña empresa, las cajas han logrado 
un desarrollo importante que les ha permitido ampliar su cartera de clientes. Un factor clave que 
deben controlar las cajas es la “cartera de riesgo”, dada su  importancia para la gestión y 
evaluación de una entidad financiera. 
La CMAC Piura S.A.C. es una institución financiera que inició sus operaciones en 1982. Fue 
creada para fomentar la descentralización del crédito, y algunas de sus experiencias fueron 
tomadas en cuenta para crear otras Cajas Municipales en el Perú. En dos décadas ha ampliado 
su cobertura de servicios financieros a varias ciudades de la región norte del país, al punto que 
ha llegado hasta Lima,  la capital. Esto significa que la Caja de Piura ha mantenido un 
crecimiento autosostenido de sus operaciones y ha logrado alcanzar sus metas de crecimiento 
de depósitos y colocaciones superando los niveles de rentabilidad previstos. 
 
A su vez, su “cartera de riesgo” en los últimos años ha sido de 7,7 por ciento en el 2001, 5,2 por 
ciento en el 2002 y 6,2 por ciento en el 2003, márgenes aceptables tomando en cuenta que los 
volúmenes de colocaciones realizados en el 2003 fueron de 314 millones de nuevos soles, y 
que, a diciembre del 2004, alcanzaron los 367 millones de nuevos soles. Cabe resaltar la 
incidencia directa e indirecta de la empresa en el fomento del empleo. Se estima que la CMAC 
Piura S.A.C. ha creado 12.300 nuevos empleos y ha fortalecido otros 28.000 puestos de trabajo. 
 
                                                                                                                                               
* DL 23309 que regula la creación de Cajas Municipales de Ahorro y 
Crédito, publicado el 14 de mayo de 1980 y su Reglamento, aprobado por 
DS 147-81-EF de fecha 17 de julio de 1981. 
** Décimo cuarta disposición transitoria de la ley 26702, Ley General 
del Sistema Financiero y del Sistema de Seguros y Orgánica de la 
Superintendencia de Banca y Seguros, publicada el 9 de diciembre de 
1996. 
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Los servicios que ofrece la Caja Municipal y los tipos de crédito 
 
La mayor fortaleza de la CMAC de Piura —y, en general, de todas las Cajas Municipales— 
reside en la variedad de servicios de crédito que ofrece y en su capacidad para captar ahorros 
del público para mantener sus operaciones financieras. Concede crédito prendario, personal y a 
las PYME. 
 
Créditos PYME: Orientados a financiar las actividades productivas, de comercio y de servicios de 
los pequeños empresarios y microempresarios. Los créditos son individuales y se otorgan sobre 
la base de montos escalonados con la finalidad de conocer progresivamente al cliente. Ha 
desarrollado una tecnología que sustituye en determinados casos las garantías tradicionales por 
información que permite evaluar la capacidad de pago del cliente y estimar su voluntad de pago. 
Para acceder a estos préstamos se requiere tener seis meses de experiencia empresarial, 
presentar copias de los documentos de identidad y de los recibos de luz o agua. En cuanto a las 
garantías, estas pueden ser facturas por la compra de artefactos, títulos de propiedad, convenios 
con asociaciones de comerciantes, prendas vehiculares, prendas industriales (máquinas o 
equipos), hipotecas, entre otras. 
 
4. Algunas diferencias en las empresas que brindan los servicios 
 
Dejando de lado algunas diferencias elementales entre ambos tipos de empresas —por ejemplo, 
el que una se dedica a operar un servicio básico como  el agua y el saneamiento y  la otra a los 
servicios financieros en pequeña y mediana escala—, y en tanto ambas empresas son 
municipales, se observan diferencias sustanciales en la composición de la Junta de Accionistas y 
el Directorio, los procedimientos para la designación y contratación del personal en los puestos 
claves y la sujeción al organismo regulador o fiscalizador. 
 
4.1 Estructura de la CMAC Piura  
A mediados de junio de 1997 la CMAC de Piura inició una nueva etapa con la aprobación del 
reglamento de conversión a sociedad anónima,7 lo que le permitió realizar importantes 
innovaciones que han sido implementadas por la Caja y que mencionamos a continuación: 
 
a) La participación accionaria 
Con la modificación de los artículos 13 y 20 de la resolución SBS 410-97, las CMAC tienen la 
facultad de incluir la participación de personas naturales o jurídicas en su accionariado (pueden 
ser instituciones afines del país o del exterior), para lo cual se requiere, previamente, que el 
Concejo Municipal acuerde la venta de su accionariado. En este caso, la Municipalidad Provincial 
de Piura ya aprobó la venta del 49 por ciento de sus acciones, aunque a la fecha aún conserva la 
titularidad del 100 por ciento. 
 
b) Composición del directorio  
 
El DS 157-90-EF regula el funcionamiento en el país de las Cajas Municipales de Ahorro y 
Crédito. En ese marco, el directorio de la CMAC Piura S.A.C. está conformado por siete 
miembros:  
                                                 
7 Mediante resolución SBS  410-97, de fecha 6 de junio de 1997, se 
aprueba el reglamento sobre la conversión a sociedades anónimas y 
participación accionaria de las Cajas Municipales de Ahorro y Crédito, 
luego modificado mediante resolución SBS 114-2004 del 23 de enero del 
2004. 
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• tres representantes del Concejo Provincial de Piura; 
• un representante del Arzobispado; 
• un representante de la Cámara de Comercio; 
• un representante de los comerciantes; y,  
• un representante del Banco de la Nación. 
 
Así, solo tres de sus miembros representan a la Municipalidad Provincial, es decir,  la 
Municipalidad es minoría en el Directorio. El Directorio está compuesto de la siguiente manera: 
Economista Pedro Chunga Puescas Presidente 
CPC Luis Guinocchio Zapata Representante del Concejo Provincial 
Licenciado Vicente Sánchez Juárez Director-Representante del Concejo Provincial 
RP César Camacho Palacios Director-Representante del Arzobispado 
Ingeniero Eduardo Espinosa Burneo Director-Representante de la Cámara de Comercio 
Licenciado Mercedes Franco de Heck Directora-Representante de la Municipalidad Provincial de Piura 
Señor Ricardo Wacheng Morales Director-Representante de los comerciantes 
 
d) Proceso de elección de los miembros del Directorio 
 
El proceso de elección de los directores está regulado por el DS 157-90-EF, modificado por 
resolución de SBS 114-2004 y, complementariamente, por la Ley Orgánica de Municipalidades, 
ley 27972. Estas normas prohíben,  en forma expresa, la participación del alcalde y los regidores 
como miembros del Directorio. A su vez, señalan que en ningún caso los directores pueden 
ejercer cargo ejecutivo en las CMAC. 
 
El proceso de elección de los directores tiene  dos etapas: la designación y la nominación. No es 
necesario que la representatividad de los designantes recaiga en una persona que sea miembro 
activo de ellas; basta con que tenga su confianza y reúna las condiciones de idoneidad técnica y 
moral, como  tener estudios profesionales universitarios concluidos en Economía, Finanzas o 
materias afines; trayectoria profesional apropiada para el cargo; no tener antecedentes negativos 
de gestión; no haber sido sancionado administrativa o penalmente, y no haber incumplido con 
pagos de naturaleza comercial, financiera y tributaria en los últimos cinco años, así como 
cualquier otro acto que implique deshonestidad o conductas dolosas. 
 
La designación: La designación es la primera etapa del proceso de elección de un director. En 
ella los órganos responsables de la designación comunican al Pleno del Concejo el nombre de 
las personas que los representarán en el Directorio. La designación de los directores 
representantes del Concejo Municipal se realiza a través de dos sesiones de Concejo: una para 
la elección de los dos representantes de la mayoría (en la que solo participan los regidores de la 
agrupación política mayoritaria), y otra para la elección del representante de la minoría (en la que 
solo participan los regidores de la o las agrupaciones políticas o civiles minoritarias). 
La designación de los directores representantes del Arzobispado, de la Cámara de Comercio y 
del Banco de la Nación se efectúa en forma autónoma por cada una de las instituciones, de 
conformidad con sus normas internas. Para la designación del director que representará a  los 
comerciantes, cuando no existe un órgano colegiado o entidad única que ostente esa facultad, 
se necesita que, antes de la comunicación de la designación al Concejo Municipal, la asociación 
acredite que tiene una real representatividad de los pequeños comerciantes. Para ello deberán 
presentar la documentación que establece la resolución SBS 114-2004. 
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La nominación: La nominación es la segunda etapa del proceso de elección, y consiste en el 
acto mediante el cual el Concejo Municipal en pleno formaliza los nombramientos en el 
Directorio, mediante un acuerdo registrado en el Libro de Actas de Sesiones de Concejo. El 
Concejo Municipal no puede oponerse a las designaciones efectuadas, y solo podrá rehusarse a 
realizar la nominación si se comprueba que el representante designado se encuentra incurso en 
alguno de los impedimentos previstos en la ley sobre la materia. 
 
e) Duración del cargo de director 
 
El periodo de duración de los  directores está regulado por el artículo 11 del DS 157-90-EF. Es 
de  un año para el caso de los representantes del Concejo y de dos  para el resto de los 
representantes de las instituciones y de los comerciantes. El plazo de duración del cargo de 
director no está sujeto al cambio de autoridades o representantes legales de los designantes o 
del Concejo. 
 
4.2 Estructura de la EPS Grau 
 
A diferencia de la estructura de las CMAC, el Directorio de la EPS Grau está conformada por los 
alcaldes representantes de cinco provincias y veinte distritos, con un número de acciones según 
el número de habitantes de cada localidad. La composición del accionariado de la EPS Grau 
S.A. es de cincuenta y cuatro mil setecientos veintitrés acciones (54.723), con un valor nominal 
de mil soles cada una, suscritas y pagadas, con lo cual dispone de un capital social inscrito en 
Registros Públicos de 54’723,000 nuevos soles. 
 
4.3 Los procedimientos de contratación del personal 
 
La Gerencia de la CMAC Piura S.A.C. funciona de manera colegiada y está conformada por 
personal especializado a cargo de tres gerencias claves: Créditos y Cobranzas, Ahorros y 
Administración. La exigencia para acceder a estos cargos es el nivel mínimo de maestría. En 
todo el país, la Caja de Piura tiene 63 funcionarios, 539 empleados y 36 trabajadores en otras 
actividades, lo que hace un total de 641 personas. 
 
El personal de la CMAC Piura es capacitado en todos los niveles y especialidades, 
principalmente en los vinculados a los cambios económicos y tecnológicos; así, mantiene una 
gestión competente acorde con los cambios del mercado. Actualmente el 95 por ciento de sus 
empleados son profesionales de distintas especialidades: economistas, administradores, 
contadores, abogados, ingenieros informáticos e industriales, agrícolas,  mineros y pesqueros, 
que son seleccionados en función de criterios de eficiencia y conocimientos.En cambio, el 
personal de la EPS Grau era seleccionado de acuerdo con criterios políticos antes que 
técnicos. En términos generales, el marco legal permite que hasta dos de los directores de las 
EPS sean exceptuados de la obligación de tener un título universitario y una experiencia 
mínima de cinco años en gerencia o dirección. A ello se suma el hecho de que todos los 
puestos claves en la Gerencia de la EPS sean designados como “cargos de confianza”, 
eufemismo que oculta que en realidad son puestos sujetos a la voluntad política de los 
alcaldes. Así, en la EPS Grau había los siguientes “cargos de confianza”. 
 
Cargos de confianza de la EPS 
Gerente General 
Gerente de Ingeniería, Planeamiento y Control Operacional 
Gerente Administrativo-Financiero 
Gerente Comercial 
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Jefe Zonal Piura-Catacaos 
Jefe Zonal Paita-El Arenal 
Jefe Zonal Talara 
Jefe Zonal Sullana 
Jefe Zonal Chulucanas-Morropón 
Jefe de la Oficina de Informática 
Jefe de la Oficina de Control Institucional 
Jefe de la Oficina de Planeamiento 
Jefe de la Oficina de Imagen Institucional 
Jefe de la Oficina de Asesoría Jurídica 
 
En julio del 2004 la EPS Grau tenía 238 empleados, 358 obreros y 12 funcionarios, los que, 
sumados con el personal de otros rubros —como practicantes (4) y personal de Senati (50)— 
hacían un total de 676 personas dependientes de la empresa. 
 
4.4 El papel del organismo regulador o fiscalizador 
 
Las Cajas Municipales están sujetas al control y supervisión de la Superintendencia de Banca y 
Seguros y a la regulación monetaria y crediticia del Banco Central de Reserva del Perú; a su vez, 
por ser de iniciativa pública, también son supervisadas por la Contraloría General de la 
República. De otro lado, el organismo regulador de las empresas municipales de agua es la 
Superintendencia Nacional de Servicios de Agua y Saneamiento (Sunass), y el Ente Rector, el 
Vice Ministerio de Construcción y Saneamiento. 
 
Sin embargo, las funciones que cumplen uno y otro organismo tienen mecanismos de control y 
resultados muy diferentes. Las responsabilidades por la calidad y el buen servicio de las cajas 
son supervisadas de manera directa por la Superintendencia de Banca, y los directivos de las 
cajas que no realicen bien su trabajo asumen, además de las sanciones administrativas, 
responsabilidad personal o penal por la comisión de infracciones o faltas graves. Mientras que, 
en el caso de la Sunass, su capacidad de supervisión y control de las EPS es más limitada, y los 
directivos de las empresas municipales no reciben sanción administrativa, ni, menos, 
responsabilidad personal o penal por la comisión de actos que atenten contra la calidad del 
servicio que brindan. Una de las principales herramientas de incentivo a la eficiencia del personal 
y del mejor rendimiento de la Caja son los “Convenios de Administración por Resultados” que 
firman anualmente  la Caja y el Ministerio de Economía y Finanzas.8 Dicho convenio establece el 
“bono de productividad”, que viene a ser una contraprestación monetaria que se otorga al 
personal de la Caja si cumple con las metas e indicadores de desempeño. El convenio entre la 
Dirección Nacional de Presupuesto Público (DNPP) y la CMAC Piura le otorga un bono de 
productividad a su personal —en el  2004 fue de 902.843 nuevos soles—, al que accederán 
según el resultado que logren en el cumplimiento de las metas de los indicadores, de acuerdo 
con la siguiente distribución: 
  
• De 96 por ciento hasta el 100 por ciento de las metas, percibirá el 100 por ciento del 
bono. 
                                                 
8 Directiva  007- 2005-EF/76.01, Directiva para la formulación, 
suscripción y evaluación de los “Convenios de administración por 
resultados para el año fiscal 2005”- El Peruano, miércoles 16 de 
febrero del 2005. 
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• De 90 por ciento a menos de 95 por ciento de las metas, 80 por ciento del bono. 
• De 85 por ciento a menos de 90 por ciento de las metas, 60 por ciento del bono. 
• De 80 por ciento a menos de 85 por ciento de las metas, 40 por ciento del bono. 
• Menos del 80 por ciento de las metas,   0 por ciento del bono. 
 
Finalmente, se establecen penalidades por el incumplimiento en los plazos, por no entregar 
información verdadera y por no presentar informes. Las sanciones por demora de días es 
acumulable y  proporcional a la reducción en porcentajes del acceso al bono, que diminuirá en 
10 por ciento, 20 por ciento, 30 por ciento, y así sucesivamente, de acuerdo con los 
incumplimientos de la Caja. La penalidad es impuesta sin perjuicio de las sanciones establecidas 
en la ley 28411, Ley General del Sistema Nacional de Presupuesto, que derogó la ley 27209, Ley 
de Gestión Presupuestaria. En cambio, las penalidades que impone la Sunass a las EPS 
municipales no pasan  de severísimos comunicados en los que se les llama la atención por 
determinadas faltas u omisiones en el servicio. 
 
 Conclusiones 
 
1. El papel de los gobiernos municipales y regionales se está definiendo en el nuevo contexto de 
la regionalización y descentralización del país. En ese proceso, un tema de especial interés 
consiste en determinar el papel que deberán cumplir tales instancias de gobierno en la provisión 
de los servicios básicos a los ciudadanos. 
 
2. Las instancias del Gobierno Regional y del Gobierno Local deberán asumir la responsabilidad 
por la provisión de los servicios, además de los recursos  necesarios; pero ello no supone que 
deban hacerse cargo de la gestión, administración u operación directa de ellos. La experiencia 
con los servicios de agua y saneamiento indica que los municipios no son los más apropiados 
para administrar estos servicios. 
 
3. Los municipios pueden participar en la promoción de distintos servicios para promover el 
desarrollo local, pero sin hacerse cargo de la gestión. Las Cajas de Ahorro Municipal son un 
ejemplo de ello. El Directorio de dichos organismos financieros está conformado por 
representantes de la sociedad civil y el Municipio, pero este último en minoría, lo que facilita que 
la capacidad gerencial de las cajas no sea afectada por intereses políticos inmediatos. 
 
El otro elemento por considerar es el profesionalismo y responsabilidad con  que actúan los 
gerentes y personal de las Cajas Municipales. Finalmente, las normas, reglamentos y leyes solo 
son herramientas que utilizan o dejan de utilizar las personas que, de manera transitoria, están al 
frente de las instituciones públicas o privadas.  
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